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 PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 1112/2019/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********.**********
AUTORIDAD DEMANDADA: **********, EN SU CALIDAD DE POLICÍA VIAL EN LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

TERCERO INTERESADO: “**********”

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a seis de enero de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1112/2019/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecisiete de octubre de dos mil diecinueve, compareció el C. **********, por propio derecho, para demandar la nulidad la Boleta de Infracción con número **********, de **********, emitida por **********, en su calidad de Policía Vial en la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, en la que se impuso una multa a la parte actora y se retuvo su vehículo.

II.- Por acuerdo de veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada y al tercero interesado, emplazándolos para que contestara y se apersonara a juicio, respectivamente, con el apercibimiento correspondiente. Asimismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales a que se refiere en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.

III.- Por acuerdo de veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo a **********, en su calidad de Policía Vial en la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, autoridad demandada por contestando la demanda; asimismo por precluído el derecho del Tercero Interesado para apersonarse a juicio; y se señalaron las diez horas del nueve de diciembre de dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

IV.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia del autorizado de la parte actora y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente los formuló la parte actora, no así la autoridad demandada, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de la imposición de multa por infracción a las normas administrativas estatales.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folio 08 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho **********.
Asimismo, tomando en cuenta que la resolución impugnada se encuentra directamente dirigida al C. **********, en su calidad de infractor, mediante la cual **********, en su calidad de Policía Vial en la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, le impone una multa por infracción a las normas administrativas estatales, es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la legitimación de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio **********, en su calidad de Policía Vial en la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folio 042 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 03 al 06 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

Por su parte, la autoridad demandada aduce las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228, fracción XI y 239, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como a manera de excepción la consistente en “Sine Actione Agis”, pues sustancialmente aduce que el acto impugnado cuenta con la debida fundamentación y motivación, por lo que en ningún momento vulnera las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad demandada sustenta las excepciones que hace valer corresponde al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los argumentos de la autoridad demandada resultan inatendibles en este momento procesal.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- A juicio de la Suscrita Magistrada de esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le asiste la razón al actor, al señalar en sus motivos de inconformidad, que la autoridad demandada vulnera en su perjuicio, lo establecido por el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en la que se destaca la obligación que se impone a los agentes de tránsito de identificarse plenamente ante los particulares con documento idóneo, al momento de elaborar la boleta de infracción, mismo que deberá contener cuando menos nombre del agente, cargo, autoridad que expide la identificación y la vigencia de dicho documento, ya que la identificación es un requisito esencial que debe satisfacer a cabalidad, dado que se trata de un presupuesto procesal equiparado a la personalidad del agente de tránsito, pues solo al cumplirse dichos requisitos el gobernado tendría la capacidad de conocer de manera efectiva que se encuentra ante un funcionario facultado para emitir actos lesivos de sus intereses, por lo que la autoridad demandada lesiona sus intereses jurídicos, toda vez que no se cumplió con la obligación de identificarse plenamente ante el actor como lo ordena la disposición citada; aunado al hecho de que la credencial con la que supuestamente se identificó el policía vial no colma los requisitos esenciales, ni establece el periodo idóneo, de conformidad con lo dispuesto en lo establecido en el artículo 34, tercer párrafo, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en el que se establece que las credenciales tendrán una vigencia de seis meses.
Conforme a lo anterior, y atendiendo a la causa de pedir, que refiere que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el juzgador deba estudiarlo, y toda vez que el accionante se duele de que no se identificó el emisor de manera plena en términos del numeral 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, el que en concordancia a lo establecido por el diverso 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en su párrafo tercero, relativo a la vigencia de la credencial con que se identifica la autoridad emisora, en su carácter de miembro de un cuerpo de seguridad pública, dispositivos legales que prevén lo siguiente:

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta; 

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; 

(…)”
“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional. 

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento. 

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas. 

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego. 

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública.”
Desprendiéndose de los preceptos trascritos que, de manera específica el numeral 91, fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, establece la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

Del párrafo tercero del artículo 34, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se indica la obligación de dotar al personal de seguridad pública, de credenciales que los identifiquen como miembros de los cuerpos de seguridad pública, las que contendrán entre otros requisitos una vigencia de seis meses, sin embargo en el caso que nos ocupa, la autoridad emisora del acto impugnado, Policía Vial que la elaboró, parte integrante de un cuerpo de seguridad pública, como lo es la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, como se observa de la boleta de infracción impugnada, misma cuyo documento original se localiza a fojas 08 del presente expediente, se desprende el siguiente texto, en la parte que interesa:

"...CON LA CREDENCIAL CON NUMERO DE FOLIO Y/O PLACA 7465 EXPEDIDA A FAVOR DEL SUSCRITO CON CARGO DE POLICÍA VIAL EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO, CON VIGENCIA DEL 01 DE OCTUBR (sic) DE 2018 AL 30 DE SEP (sic) DE 2021 (...)"
De lo anterior se advierten los datos conducentes a la vigencia de la credencial con la que se identificó la autoridad emisora, los que se encuentran plasmados en la boleta impugnada, por lo cual, en lo relativo a la inconformidad de la parte actora, le asiste la razón al actor al señalar que no se cumple con la identificación plena y con el documento idóneo, toda vez que en el caso no se cumple con el requisito de la vigencia de la credencial, a que se refiere el artículo 34, párrafo tercero, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en razón que de la parte relativa a la identificación, de manera concreta el dato de la vigencia, se advierte que se señala del “01 de octubr (sic) de 2018 al 30 de sep (sic) de 2021 (...)", de ahí que no se cumple con el requisito de vigencia de seis meses, que debe contener la identificación del agente emisor, pues no es coincidente con la temporalidad de vigencia establecida en el dispositivo legal invocado con antelación, lo cual se traduce en su ilegalidad, al constituir la existencia de un vicio de carácter formal en ese procedimiento.
En las relatadas condiciones, el documento que sustenta la identificación de la emisora del acto impugnado, no cumple con el requisito de vigencia a que alude el párrafo tercero del artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, circunstancia que no se desprende del acto impugnado, para los efectos de la identificación plena como miembro del cuerpo de seguridad pública al que pertenece; por tanto se concluye válidamente que el documento con el que se identifica la autoridad emisora no satisface el requisito de temporalidad de la credencial con la que se identifica el oficial que elaboró la boleta de infracción impugnada, lo cual deja  en estado de indefensión al promovente de la presente controversia, al no cumplir con lo previsto en el artículo 91, fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, relativo a la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ello al identificarse con un documento que no satisface el requisito señalado con antelación, por lo que no se cumple con la función de proporcionar certidumbre jurídica al gobernado con el acto de molestia, pues la circunstancia de que el funcionario que emitió la boleta de infracción impugnada, omitió identificarse plenamente con el documento idóneo, cumpliendo con la totalidad de los requisitos aludidos, hace ilegal el acto reclamado, pues constituye un vicio del procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Así las cosas, la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria concluye que resulta procedente, decretar la ilegalidad del acto impugnado por actualizarse el vicio de legalidad antes citado, al no reunir el acto impugnado, los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el párrafo tercero del numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. En consecuencia, resulta procedente declarar la NULIDAD del acto impugnado, consistente en la Boleta de Infracción con número **********, de **********, según lo dispone el artículo 251 del citado Código Procesal Administrativo, por consiguiente la boleta de infracción reclamada queda sin efecto legal alguno.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Primera Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos de este fallo.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228 y 229, interpretados a contrario sensu, así como en los diversos 249, 250, fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la Boleta de Infracción con número ********** de **********, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a la Autoridad Demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
